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INTRODUCCIÓN

El punto de partida de la investigación consiste en la pregunta acerca de la existencia, 
estructura, exigibilidad y satisfacción de un derecho alimentario, entendido como derecho 
subjetivo del nivel constitucional o, en otras palabras, como un derecho social fundamental. La 
trascendencia de los problemas que se conectan con las preguntas anteriores es muy grande 
para la vida social mundial y colombiana, en la cual los niveles de hambre y de desnutrición, 
y de muertes a ellos asociadas, siguen siendo dramáticos en la actualidad�. Pero la gravedad y 
urgencia de las cuestiones sociales que la amplia insatisfacción de las necesidades básicas en 
torno a los alimentos plantea no puede ser siquiera un argumento para descuidar el estudio 
teórico-jurídico del derecho alimentario, ya que, como ha sido puesto de presente por los 
que se han ocupado de los problemas de los derechos sociales fundamentales, la fallas en los 
estudios conceptuales y teóricos tienen una gran responsabilidad en su vulneración (Arango, 
2001, p. 140).

Para responder a estas cuestiones, hemos debido afrontar, primero, un análisis de los 
diferentes problemas terminológicos y conceptuales en torno del ‘derecho alimentario’ como 
derecho subjetivo del nivel constitucional; en segundo lugar, después de haber planteado una 
definición estructural del derecho alimentario, enfrentaremos la cuestión de clarificar algunos 
aspectos del objeto del derecho, tanto en el sentido de un derecho a acciones a ´prestaciones 
de exigibilidad directa´ (fácticas) por parte del Estado, especialmente por la vía jurisdiccional, 
como en el sentido de un metaderecho a estrategias de acción estatal. Posteriormente, se hará 
una evaluación de las diferentes formas de consagración positiva del derecho alimentario, tanto 
en el nivel internacional, como en el constitucional y en el infraconstitucional. Los resultados 
de estas indagaciones previas permitirán tener sentados los presupuestos teóricos básicos, 
que apoyarán el análisis de las políticas públicas como estrategias estatales de satisfacción del 
derecho alimentario, así como el estudio de la evolución y estado actual de las estrategias de 
satisfacción del derecho alimentario en el escenario de la jurisdicción constitucional�.

Previo al desarrollo de estas cuestiones debemos, si bien de manera bastante breve, hacer 
una presentación general de la problemática del hambre y la desnutrición en Colombia, con 
algunas referencias a los contextos regional e internacional.

� Pese a las diferencias entre algunas de las fuentes de información estadística, ver: Departamento Administrativo Nacional de 
Estadística DANE (2009 & 2009b) y El Tiempo (2009).
� Los aspectos relacionados con las políticas públicas y la jurisdicción constitucional del derecho alimentario en Colombia 
son desarrollados en el capítulo II y III del informe final del proyecto de investigación, El derecho alimentario como derecho 
constitucional: La lucha contra el hambre y la desnutrición en Colombia: Entre las políticas públicas y las intervenciones 
jurisdiccionales (Restrepo, 2009).
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1. EL HECHO SOCIAL DEL HAMBRE Y DE LA DESNUTRICIÓN

Más allá del debate político en la opinión pública acerca de los alcances del problema de la 
malnutrición y del fenómeno mismo de las muertes por hambre y desnutrición, es preciso 
delimitar algunas premisas básicas de la situación.

Los principales problemas sociales a los cuales nos referimos como violaciones al derecho 
alimentario consisten, básicamente, en las cifras del padecimiento del hambre hasta llegar a 
causar la muerte y de la malnutrición en la vida de los ciudadanos. Sobre estos dos aspectos, 
existe un amplio debate acerca de las conclusiones estadísticas, de las cifras definitivas, ya 
que se ven afectados, tanto por las metodologías utilizadas, como por las premisas políticas 
de los académicos sociales o de los funcionarios institucionales interesados. Sin embargo, 
a pesar de las discrepancias hay consenso sobre los niveles preocupantes de la cuestión. 
Estas divergencias aumentan cuando se trata de determinar las causas de la insatisfacción del 
derecho alimentario, las consecuencias económicas y culturales y la responsabilidad de los 
diversos actores institucionales de la vida social�.

De acuerdo con la encuesta nacional de la situación nutricional en Colombia, llevada a cabo 
por Bienestar Familiar (año 2004), se determinó que el cuarenta punto ocho por ciento (40.8%) 
de los colombianos se encuentra en estado de inseguridad alimentaria�; de igual manera, se 
determinó que el cincuenta y ocho punto dos por ciento (58.2%) de estas personas se encuentra 
en el área rural, y que el cincuenta y nueve punto cuatro (59.4%) se encuentra amparada por 
el nivel uno del Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales 
(SISBEN). 

Según fuentes del DANE (2009) las defunciones asociadas a la desnutrición en Colombia para 
los menores de cinco años en el año de 1979 fueron de 1950 casos; para 1990 fueron 596, 
y para el 2006, de 544. De las estadísticas presentadas para las defunciones asociadas a la 
desnutrición en la población en general en el año de 1979 fueron 2.763; para 1990 fueron 
1.496, y para el 2006 se contaron 1.859 casos. De otra parte, Paul Martin, representante de la 
UNICEF en Colombia, aseguró que cada año cerca de cinco mil niños mueren en Colombia por 
causas asociadas a la desnutrición. La réplica de Bienestar Familiar (2004), se atiene al informe 
del DANE (2009b), según la cual entre el 2003 y el 2005 se presentaron en Colombia entre 508 
y 700 muertes de menores de cinco años por desnutrición�.

En todo caso, más allá del debate sobre las cifras, que es importante y debe ser asumido, estos 
son los rasgos del trasfondo social en que tiene lugar la problemática de la desnutrición y el 
hambre en Colombia.

� Ver Banco Mundial (2006) respecto al debate en torno a los costos asociados al desarrollo en directa relación con la pobreza 
y la desnutrición. Sobre los aspectos geopolíticos del hambre y su relación directa en los conflictos internacionales actuales, ver 
un mapa de la cuestión en: Acción contra el hambre (1999). Un panorama del estado de avance de la investigación en la línea 
de investigación seguridad alimentaria y nutricional en Colombia puede verse en Bienestar Familiar (2004). De la desigualdad 
y exclusión en Colombia sobre los problemas nutricionales desde una perspectiva desde el enfoque de las capacidades puede 
consultarse a Arango (2005) y en relación con el análisis de las políticas de seguridad alimentaria de Colombia a Ortiz (2004).
� A partir de los estándares internacionales se entiende por seguridad alimentaria y nutricional (SAN), ¨la disponibilidad 
suficiente y estable de los suministros de alimentos, así como el acceso oportuno y permanente de todas las personas a los 
alimentos necesarios en cantidad, calidad e inocuidad y el adecuado consumo y utilización biológica de los mismos¨  (Senado de 
la República, 2008).
� Esta información también puede verse en el periódico El Tiempo (2009, 20 de junio). 
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2. SOBRE EL CONCEPTO DE DERECHO ALIMENTARIO

¿Existe en el ordenamiento jurídico colombiano un derecho alimentario? En caso de que así 
sea, ¿Qué tipo de derecho es? ¿Quiénes son sus titulares? ¿Cuál es su objeto? La respuesta 
afirmativa a la primera pregunta podría ser trivial, a menos que nos detengamos en la 
consideración de la calidad jurídica del derecho. Decir que un ‘derecho’ está consagrado en 
la Constitución no es, por sí solo, un apoyo para hablar de su calidad normativa como un 
derecho subjetivo. Aún hoy debe afirmarse como una tesis explícita la consideración de la 
Constitución como norma jurídica vinculante (Pérez, Rodríguez & Uprimny, 2007, p. 27). Que 
las ‘disposiciones jurídicas’, es decir, los textos constitucionales específicos consagran ‘normas 
de derecho fundamental’ (significados normativos que otorgan prerrogativas a unos titulares) 
es algo que ha de ser planeado y resuelto en un discurso jurídico de los derechos�.

Decir que un sujeto tiene un derecho es jurídicamente relevante en cuanto ese derecho 
pueda ser comprendido como un derecho subjetivo. Pero ¿cómo debe entenderse un 
derecho subjetivo, más aún, un derecho subjetivo de nivel constitucional? Apoyándonos 
en Robert Alexy (2007), afirmamos que un sujeto tiene un derecho subjetivo de nivel 
constitucional, si existe una norma de ese nivel que lo consagre�. Pero dado que la norma 
es el significado normativo de los textos jurídicos, debemos identificar aquellos lugares del 
texto constitucional en que el derecho se consagra y plantear la cuestión de cuáles derechos, 
en un sentido deóntico específico, están siendo otorgados a sus titulares. Consideramos de 
gran importancia utilizar herramientas conceptuales adecuadas para referirnos con precisión 
a la calidad de derecho subjetivo del derecho alimentario; por lo cual se realizará una serie 
de anotaciones en este sentido, mostrando las consecuencias directas que se siguen para el 
tratamiento del problema planteado.

Una de las hipótesis, es que la Constitución Política de Colombia consagra un ‘derecho 
alimentario’, al hacer de manera explícita en varias disposiciones referencias a un ‘subsidio 
alimentario’ para las embarazadas y la madres que estuvieren desempleadas o desamparadas 
(artículo 43), el derecho fundamental de los niños a ‘la alimentación equilibrada’ (artículo 
44), el ‘subsidio alimentario’ para las personas de la tercera edad en caso de indigencia 
(artículo 46), al ordenar la especial protección del Estado para la ‘producción de alimentos’ 
y la promoción de ‘la investigación y la transferencia tecnológica para la producción de 
alimentos’ (artículo 65), así como, en términos más generales, la condiciones posibles de 
reglamentación del ‘crédito agropecuario, teniendo en cuenta los ciclos de las cosechas y de 
los precios’ (artículo 66). 

Estas consagraciones, por sí solas, no permitirían hablar de un ‘derecho alimentario’ como 
un derecho constitucional en un sentido más amplio, pero son decisivas en el proceso 
de justificación de la existencia de tal derecho. Estas consagraciones son, más bien, 
especificaciones, bajo ciertos supuestos de hecho, de un derecho social fundamental, que 
puede ser denominado como ‘derecho alimentario’. Siendo el derecho alimentario un tipo 
de derecho social fundamental, se hace necesario delimitar y establecer con precisión este 
concepto. La comprensión de la calidad jurídica del derecho alimentario y de sus características 
-como por ejemplo, el tipo de exigibilidad que le corresponde será condición necesaria para 
poder proceder, sobre todo en el ámbito judicial, a su protección.

A continuación se realizará dos recapitulaciones básicas que son indispensables para esta 
exposición. Se presentará la estructura del derecho subjetivo y los elementos que aporta este 

� Para la distinción entre el texto constitucional, disposiciones, y las normas que consagran mandatos, nos apoyamos en Alexy 
(2007), distinciones que las desarrolla en el Capítulo segundo titulado: ‘El concepto de norma de derecho fundamental’.
� “Siempre que alguien tiene un derecho fundamental, existe una norma válida de derecho fundamental que le atribuye ese 
derecho” (Alexy, 2007, p. 31).
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concepto con relación a los derechos subjetivos prestacionales, antes de proceder a utilizarlos 
en la comprensión de los diferentes niveles de consagración positiva.

2.1. Acerca del debate sobre los derechos subjetivos

Habiendo tenido la discusión sobre los derechos subjetivos una amplia historia, no es posible 
ni pertinente referirse a ella en este trabajo. Debemos sí anotar las razones por las cuales se 
ha renovado el interés en su estudio y las grandes consecuencias que el debate tiene para 
la comprensión de los derechos constitucionales. En primer lugar, el concepto de derechos 
subjetivos ha adquirido protagonismo en el moderno derecho constitucional, ya que las 
consagraciones de derechos son una de las partes esenciales de las Constituciones modernas. 
En segundo lugar, los desarrollos analíticos y conceptuales han permitido sacar a la luz 
estructuras más simples y coherentes, cuya ausencia contribuye a aumentar las dificultades 
de la discusión.

El concepto de derechos subjetivos alcanza un gran nivel de desarrollo en la obra del profesor 
Alexy (2003, 2007) y se elabora a partir de dos grupos. El primer grupo se refiere a los diferentes 
niveles (i) normativo, (ii) empírico y (iii) analítico en las investigaciones y discusiones acerca 
de los derechos. El segundo grupo de diferencias son producto del nivel analítico y se refiere 
a la distinción entre ‘norma’ y ‘posición’ y entre: (i) razones para los derechos subjetivos, (ii) 
derechos subjetivos como posiciones y relaciones jurídicas y (iii) las posibilidades de protección 
y realización de los derechos. 

El primer grupo de precisiones es el siguiente. (i) Se plantean cuestiones ético-filosóficas 
cuando se pregunta acerca de por qué tienen derechos los individuos y cuáles derechos tienen. 
Se plantea una cuestión jurídico-dogmática si se interroga si un sujeto tiene un específico 
derecho subjetivo en un sistema jurídico (Alexy, 2007, p. 152, 153). (ii) Son problemas empíricos 
de los derechos subjetivos aquellos en los cuales se deben tocar asuntos empíricos: historia, 
funcionalidad de los derechos. Estos niveles tienen gran importancia para los argumentos de 
interpretación históricos y teleológicos. (Alexy, p. 154). (iii) Son problemas analíticos de los 
derechos aquellos que se refieren al estudio del concepto mismo y a su estructura lógica. Este 
es el aspecto al que Alexy le da más importancia y del cual extrae mayores consecuencias.

El segundo grupo de distinciones comienza con diferenciar entre una norma, aquello que 
expresa un enunciado normativo (Alexy, 2007, p. 155), y una posición, que es la situación de 
una persona con relación a una norma individual válida (Alexy, p. 155). Según esta definición, 
de una persona se puede afirmar que tiene un derecho subjetivo si una norma le atribuye una 
propiedad o una relación normativa que se puede predicar con referencia a determinados 
objetos y otras personas10.

Precisando posteriores implicaciones, sostiene Arango (2005) que: “[L]a posición del sujeto del 
derecho en un ordenamiento jurídico debe entenderse como (i) la que puede ser fundamentada 
con razones válidas y suficientes y (ii) la que cuyo no reconocimiento injustificado ocasiona un 
daño inminente al sujeto del derecho” (Arango, p. 20)11.

10 La hipótesis de Robert Alexy, compartida por Rodolfo Arango (2005) y Carlos Bernal (2005) es que la norma en cuanto a 
significado del texto no tiene que estar expresa y literalmente consagrada en la Constitución en un sentido restringido. Esto 
es, claramente, una teoría para llegar a justificar derechos que no están directamente mencionados en la Constitución. Otras 
alternativas podrían ser identificadas, desde las teorías clásicas del derecho natural, hasta visiones positivas más pragmáticas 
como lo es el Bloque de Constitucionalidad y, en general el criterio de integración del artículo 93 y 94 de la Constitución Política 
de Colombia.
11 Profundiza Arango en el concepto de posición y argumenta a favor de su utilidad. Cita, a propósito, la definición de Henry Shue 
de derecho subjetivo como proposición: “[El] tener un derecho es estar en la posición de hacer exigencias a otros y el estar en tal 
posición implica, entre otras cosas, para la situación de uno mismo, caer bajo principios generales que son buenas razones por 
las que las exigencias de uno deberían ser garantizadas” (Henry Shue, citado en Arango, 2005, p. 20).
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Al respecto, siguiendo a Alexy (2007), se destacan las siguientes distinciones. (i) Son razones para 
derechos subjetivos “los enunciados sobre el fin de los derechos, al igual que los enunciados 
sobre los fines de las normas” (Alexy, p. 157). (ii) Los derechos subjetivos como posiciones y 
relaciones jurídicas son, según lo ya expuesto, la descripción analítica de una estructura. Entre 
las razones para derechos y los derechos subjetivos, en este segundo sentido, tiene lugar 
una relación de fundamentación12. (iii) Los enunciados sobre la protección de los derechos se 
refieren a una capacidad que es también una posición. Luego, si es posible que estos enunciados 
se confundan con el derecho subjetivo, debemos hablar de la relación entre dos derechos o 
posiciones. (Alexy, p. 159). En este punto del análisis, se ubica el debate clásico acerca de 
si sólo existe un derecho subjetivo cuando existe la capacidad jurídica para su protección o 
si puede existir aquél sin ésta. Alexy considera conveniente y justificado diferenciar entre 
derechos subjetivos y la posibilidad jurídica de tener la capacidad para exigir su protección13. 
Estas precisiones, como veremos, tienen gran utilidad en el tema de la justiciabilidad de los 
derechos fundamentales.

El resultado más importante del análisis realizado es el de poder identificar y sistematizar 
las diferentes posiciones jurídicas, que tanto en el lenguaje técnico como en el ordinario se 
denominan ‘derechos’. Es amplia la variedad de posiciones que pueden presentarse bajo la 
denominación genérica de un determinado derecho, lo cual resalta los disímiles objetos a 
los cuales nos podemos referir con la expresión ‘derecho subjetivo’: “Además, sugieren que 
las posiciones resumidas bajo este concepto podrían ser más complejas que lo que permiten 
reconocer las respectivas clasificaciones, distinciones y definiciones; ello explicaría las 
dificultades que ha planteado y sigue planteando el análisis del concepto de derecho subjetivo” 
(Alexy, 2007, p. 161).

El profesor Rodolfo Arango, apoyándose en los desarrollos de Robert Alexy, propone un 
‘concepto evolucionado de derechos subjetivos’, el cual exhibe importantes ventajas para 
la clarificación de los derechos constitucionales: “Un derecho subjetivo es la posición 
normativa de un sujeto, para la que es posible dar razones válidas y suficientes, y cuyo no 
reconocimiento injustificado le ocasiona un daño inminente a dicho sujeto” (Arango, 2001, p. 
143). Este concepto debe complementarse con la estructura del derecho y la clasificación de 
las posiciones jurídicas fundamentales.

Por el momento sólo nos interesa retener la estructura de un derecho a algo, en cuanto la 
“relación triádica cuyo primer elemento es el portador o titular del derecho (a), su segundo 
elemento, el destinatario del derecho (b) y su tercer elemento, el objeto del derecho (G). Esta 
relación triádica se expresará mediante ‘D’” (Arango, 2001, p. 164). Según esto, es posible 
expresar la estructura de un derecho subjetivo a algo con la siguiente expresión: DabG, que 
habrá de ser leída como la relación normativa de tener un derecho de un titular ante un 
destinatario acerca de un objeto determinado. Esta estructura nos permitirá avanzar en nuestra 
investigación, ya que proporciona las herramientas para ordenar varias de las discusiones que 
debemos afrontar.

12 “Una cosa es la razón de un derecho y otra el derecho que se acepta en virtud de esa razón. […] Sin embargo, esto no impide 
que la estructura lógica del derecho sea, en un primer paso, el objeto de la investigación; por el contrario, lo exige, por cuanto la 
pregunta acerca del fundamento de algo presupone el conocimiento de aquello que debe fundamentarse” (Alexy, 2007, p. 158).
13 “No parece necesario hablar de derechos sólo cuando existe la capacidad jurídica para hacerlos efectivos, por ejemplo, por 
medio de una demanda. Ciertamente, es posible definir en este sentido el concepto de derecho subjetivo pero, una definición 
estipulativa semejante no refleja el uso existente del lenguaje ni es fructífera para el conocimiento de los sistemas jurídicos” 
(Alexy, 2007, p. 160).
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2.2. El derecho alimentario como derecho subjetivo

Los elementos presentados hasta ahora nos llevan a clarificar de manera preliminar, la categoría 
del derecho alimentario como un derecho subjetivo, el cual abarca diferentes posiciones 
normativas. En las diferentes indagaciones acerca de este derecho, podemos diferenciar las 
cuestiones analíticas, normativas y empíricas.

Las cuestiones empíricas del derecho alimentario son aquellas referidas al nivel de violación 
fáctica que representa la situación de hambre y desnutrición en la realidad social, especialmente 
en la colombiana. Entran en este nivel los enunciados que se realizan sobre los cambios y 
modificaciones que, según las cifras estadísticas, han tenido lugar en los diferentes desarrollos 
históricos de nuestra realidad. En el sentido más amplio, son cuestiones empíricas, las revisiones 
que haremos acerca de cuáles han sido las políticas y estrategias del Estado para enfrentar las 
demandas sociales del derecho alimentario; así como las descripciones de lo que ha sido el 
itinerario de la aceptación o negación de protección de diferentes posiciones del derecho en 
la jurisdicción constitucional. El aspecto descriptivo14 es uno de los propósitos dominantes de 
la presente investigación, si bien no en la línea de una investigación de sociología jurídica15.

La dimensión normativa del derecho alimentario se refiere al estudio y análisis de todos 
los aspectos de justificación filosófica y política del reconocimiento del derecho. Este nivel 
teórico no es el que asumimos de manera preferente en esta investigación, aunque nos 
apoyaremos continuamente en premisas de este tipo. La razón por la cual no nos ocupamos 
de manera privilegiada de las cuestiones normativas, en este preciso sentido, es que partimos 
de la consideración del derecho alimentario desde la perspectiva de la teoría jurídica: nuestro 
propósito es reconstruir la justificación dentro del sistema jurídico, y de los conjuntos 
normativos por éste reconocidos, de la identificación del derecho alimentario como un paso 
hacia su efectiva protección. Si bien en algunos momentos de nuestra exposición, nos daremos 
cuenta de la necesidad de asumir determinados criterios normativos, por ejemplo, en el debate 
genérico sobre los derecho sociales fundamentales, nuestra preocupación primaria es la de 
ayudar en la clarificación de la estructura del derecho y en las dificultades de su efectividad; 
incluso el tratamiento de las políticas públicas lo realizamos desde una preocupación jurídica, 
más que desde la teoría de la política o de la administración pública.

Con relación a los problemas analíticos, debemos resaltar su importancia y la conveniencia de 
considerarlos. Específicamente, al estudiar el derecho alimentario, precisaremos (i) cuáles son 
las posiciones que abarca, (ii) quiénes podrán ser titulares de tal derecho, (iii) ante quiénes 
puede ser exigido y según qué criterios de precedencia o subsidiariedad, (iv) en qué consiste 
el objeto del derecho, según las diferentes posiciones, (v) cuál es el tipo de relación jurídica 
que, según la posición concreta, tiene el destinatario con relación a la pretensión que en cada 
caso tenga el titular. Con relación al punto cuarto debemos tratar, con especial cuidado, las 
categorías que nos permiten hablar en un sentido técnico de ‘alimentación’ y de ‘alimentación 
adecuada’, cuando nos referimos a una ‘prestación positiva’; así como la categoría de ‘políticas 
públicas’ o de ‘estrategias estatales’ cuando nos referiremos al objeto de un ‘metaderecho’16 o 
de una ‘prestación positiva referida a determinadas normas’.

Después de clarificar nuestra posición básica acerca de los derechos subjetivos, y de haber 
dejado planteados algunos de los problemas que enfrentaremos más adelante, debemos 
mostrar las consecuencias de dicho análisis para los derechos constitucionales, específicamente 

14 Obviamente en el sentido técnico de descriptivo que se refiere al conocimiento de lo que es; en un sentido habitual esta 
investigación es normativa por cuanto se ocupa de normas tanto administrativas, legislativas y judiciales. No es, en todo caso, 
una investigación de filosofía o ética de los derechos. 
15 Como es la desarrollada específicamente por Mauricio García Villegas y de manera genérica en la obra Caleidoscopio de las 
justicias en Colombia (De Sousa & García, 2004). 
16 En cuanto a derecho a políticas públicas, como se explicará más adelante.
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para la categoría, que abarca el derecho alimentario, de los derechos fundamentales que se 
remiten a la exigencia de prestaciones positivas.

3. LOS DERECHOS SOCIALES FUNDAMENTALES

El acuerdo que se pueda alcanzar en torno de la noción de derecho subjetivo es importante para 
enfrentar la cuestión acerca de si los derechos fundamentales del nivel constitucional incluyen 
a los de acciones positivas por parte del Estado o si deben limitarse a los tradicionalmente 
considerados derechos de abstención, los cuales están dirigidos a la exigencia de actitudes 
de no interferencia, de omisión por parte de los destinatarios. Aunque podamos constatar un 
amplio acuerdo teórico en la actualidad acerca de que los derechos fundamentales incluyen 
derechos a acciones positivas17, no es menos cierto que aún subsiste en la mentalidad 
de muchos operadores jurídicos la idea que sólo los derechos tradicionales liberales de 
abstención, pueden ser objeto de protección jurisdiccional. Esta restricción ha sido utilizada 
históricamente por la Corte Constitucional, en determinados momentos de su desarrollo, 
como una ‘estrategia jurisprudencial’ del rechazo de protección18.

El paso siguiente que debemos dar, consiste en determinar en qué sentido se afirma la 
existencia de derechos sociales fundamentales, dentro de los cuales está incluido el derecho 
alimentario. Para este objetivo, precisaremos la noción de los derechos fundamentales que 
básicamente consisten en prestaciones, clarificando la posibilidad de que dentro del objeto 
del derecho estén las políticas públicas.

Siguiendo el conjunto de precisiones analíticas de Alexy (2003), respaldadas y desarrolladas 
por Arango (2005) y Bernal (2005), consideraremos el objeto de los derechos de prestación 
en un sentido amplio, que incluye prestaciones normativas, mientras hablamos de derechos 
prestacionales en sentido estricto, cuando nos referimos a los derechos que tienen como 
objeto prestaciones fácticas. 

El conjunto de las prestaciones fácticas que pueden ser objeto del derecho alimentario serán 
el conjunto de las acciones a las cuales está directamente obligado el destinatario del derecho. 
Consistirá desde la entrega efectiva alimentos, de subsidios, en la realización de controles 
técnicos en su calidad, hasta la entrega de salarios y la implementación de correctivos en 
determinadas instituciones. El estudio de la casuística constitucional nos mostrará el amplio 
repertorio de acciones fácticas que pueden constituir este objeto prestacional en sentido 
estricto19.

Dentro del conjunto de las prestaciones normativas, los metaderechos pueden ser entendidos 
como mandatos de exigibilidad indirecta, en tanto requieren del concurso de políticas 
públicas: por ello debemos precisar el sentido y alcance de la noción de políticas públicas y 
sus potencialidades para el discurso jurídico en materia de derecho alimentario. La noción de 
metaderecho es tomada de Sen (2002), que la define de la siguiente manera: “Un metaderecho 
a algo x  puede ser definido como el derecho a tener políticas p(x) que persigan genuinamente 
el objetivo de hacer realizable el derecho de a x” (Sen, 2002, p. 15)20.

17 En el sentido en el cual, existen ´acción negativas´, es decir omisiones o abstenciones. Algunos autores prefieren hacer la 
distinción, entre acciones negativas y positivas para conservar la sistematicidad en la clasificación.
18 Ver capítulo tercero de la trabajo de investigación: El derecho alimentario como derecho constitucional: La lucha contra el 
hambre y la desnutrición en Colombia: Entre las políticas públicas y las intervenciones jurisdiccionales (Restrepo, 2009). 
19 Desarrollado en el capítulo tercero del trabajo de investigación: El derecho alimentario como derecho constitucional: La 
lucha contra el hambre y la desnutrición en Colombia: Entre las políticas públicas y las intervenciones jurisdiccionales (Restrepo, 
2009). 
20 El criterio de ‘metaderecho’ puede ser equiparado con la categoría de Robert Alexy a ‘derechos a acciones normativas’, según 
las explicaciones ya presentadas.
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Según este autor, el repertorio de posibilidades de un derecho a no tener hambre  estaría 
abarcado por un espectro de posibilidades que irían desde su consideración como ‘derecho 
concreto e institucional’, hasta ‘derecho abstracto y de trasfondo’. La importancia de las 
diferencias entre la utilización de un derecho de trasfondo y la de meta-derechos es grande: 
“La justificación de una enmienda, rebelión, derrocamiento, etc., puede producirse más bien 
debido a la ausencia de tales políticas p(x) que a la falta de haber alcanzado x” (Sen, 2002, p. 
14). La búsqueda de satisfacción de las demandas en que consisten los derechos prestacionales, 
los aquí estudiados, debe darse mediante el despliegue de actividades estatales coordinadas y 
controlables, ya que la falta de acción estatal será una vulneración de derechos. 

4. LAS POLÍTICAS PÚBLICAS COMO PRESTACIONES NORMATIVAS (METADERECHOS)

Las políticas públicas son un instrumento para la acción estatal, pero también un enfoque que 
considera el conocimiento de la realidad social y los niveles de impacto de las acciones que 
en ella intervienen; deben incluirse en el análisis, elaboración y seguimientos de los proyectos 
específicos de la actividad gubernamental (Aguilar, 2004, p. 36)21. Desde su nacimiento como 
discurso académico, se ocuparon de estudiar y racionalizar las decisiones políticas orientadas a 
objetivos públicos, incluyendo metodologías, modelos y marcos conceptuales, principalmente 
de la economía, y procurando que las razones por la cuales se tome la decisión respectiva 
fueran un elemento más técnico, en cuanto se asegurara su eficacia causal y económica 
(Aguilar, p. 29).

Uno de los criterios más recurrentes fue el denominado ‘óptimo de Pareto’, según el cual “no 
será posible reasignar los recursos de tal manera que se pueda mejorar el bienestar de un grupo 
de individuos sin desmejorar el bienestar de otro grupo” (Mckenzie, 1999, p. 17); es decir, que 
al buscar mejorar las condiciones de bienestar de un grupo determinado, no se  disminuyan 
las de otro grupo. También la denominada ‘teoría de la elección racional’ (TER)22 ha jugado un 
papel muy importante, por cuanto ha puesto de relieve la investigación  sobre los motivos que 
llevan a los sujetos a realizar sus decisiones. Este enfoque, o presupuesto teórico si se quiere, 
ha tenido gran incidencia en el enfoque tradicional de políticas públicas, tanto para quienes 
estudian la acción pública como para los hacedores de las mismas (Pettit, 2003).

El análisis que nos proponemos no pretende llegar hasta un cuestionamiento de la noción 
de políticas públicas ni entrar en las disputas acerca de sus enfoques metodológicos o de sus 
fundamentos teóricos, sino más bien, como ya lo hemos indicado, proponer un desarrollo de 
la teoría jurídica acerca de los derechos que incorpore la dimensión de su realización a partir 
de la vía de las acciones coordinadas del Estado. Nuestro objetivo es ampliar el espectro 
reflexivo de tal manera que abarque, también, las posibilidades de intervención estructural 
en la problemática de la satisfacción de las necesidades básicas de los individuos, mediante 
estrategias de acción gubernamental.

21 El enfoque de políticas públicas surge en el periodo de la posguerra de la segunda guerra mundial, debido en parte, a los 
desarrollos científicos logrado en las ciencias sociales, en el periodo de entreguerras,  especialmente en disciplinas como 
la economía. Se consideró que los resultados obtenidos, muy relevantes desde el punto de vista cuantitativo, debían ser la 
premisa del trabajo de gobierno. Enfoque que tenía, adicionalmente, una carga favorable hacia las posibilidades de resolver de 
manera eficiente los problemas sociales, dentro del sistema democrático de gobierno. En sentido, se afirma que la “[D]isciplina 
de Política Pública como policy sciences of  democracy tenía como uno de sus objetivos mostrar la superioridad del gobierno 
democrático sobre el socialista en la solución de los problemas sociales y en la creación de oportunidades para sus poblaciones.  
Nada extraño entonces el activismo gubernamental para anticipar o atender los problemas inmediatos de sus comunidades” 
(Aguilar,  2004, p.36).
22 La TER es “un intento de lograr una explicación en términos economicistas no sólo del comportamiento del mercado, sino 
también de la conducta externa al mercado. La idea que guía esta perspectiva es que, si la economía sirve para explicar la manera 
en la que se comportan los agentes en contextos más o menos asimilables a un mercado, deberán servirnos igualmente para 
la explicación de su conducta en otros terrenos” (Pettit, 2005, p.83). Con sólo estos dos elementos (el óptimo de Pareto como 
criterio de distribución y la TER), podemos captar el amplio conjunto de problemas, de alcance filosófico, que subyacen a la 
elaboración de las políticas públicas, pero como ya dijimos, nuestro propósito preliminar es abrirnos a este campo de reflexión.
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Para los fines expositivos del presente trabajo, definimos una política pública como aquel 
conjunto conformado por uno a varios objetivos colectivos considerados necesarios o 
deseables, de medios y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una 
institución u organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de 
actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria 
o problemática (Roth, 2004, p. 27). Objetivos cuya identificación y selección se ha realizado 
en marcos institucionales, los cuales se entienden como las reglas del juego, las rutinas 
consolidadas en el tiempo, que no aluden de manera exclusiva a reglas de carácter jurídico, sino 
a reglas pautadas en el tiempo, para lograr intervenciones benéficas en la sociedad; proceso 
orientado por el éxito instrumental, ya que “este enfoque entiende la acción de gobernar por 
políticas públicas como la búsqueda de la maximización de la función de utilidad pública de la 
manera más eficiente e inclusiva posible” (Cuervo, 2007, p. 72). 

Adicionalmente, podemos entender una política pública como: “[E]l conjunto de acciones 
planeadas, ejecutadas por actores públicos y privados que, a partir de la lectura, la 
sistematización y el análisis de las demandas sociales, estructuran conceptual, operativa 
y financieramente en conjunto de planes y  proyectos que tiene por finalidad mitigar, y en 
ocasiones erradicar, los problemas a los que la sociedad les confiere el estatus de problema 
de interés general” (Pérez, Rodríguez, & Uprimny, 2007, p. 78).

No la debemos identificar, como podría suceder a una mentalidad jurídica estándar, con las 
herramientas legislativas habituales. Es necesario diferenciar una política pública del plan 
de desarrollo o incluso de una ley, pues en éstos solo se podrían encontrar, a lo sumo, los 
lineamientos generales de una política pública, con los enunciados políticos, los cuales deben ser 
desarrollados por los ministerios, agencias gubernamentales, departamentos administrativos, 
programas presidenciales, en el nivel  nacional; y por las secretarias departamentales o 
municipales, para el caso de los gobiernos departamental y municipal. Según la Ley Orgánica 
del Plan de Desarrollo, los planes de desarrollo deben ser traducidos en planes de acción 
institucional, y es allí donde empieza a definirse en términos concretos el contenido de las 
políticas pública; por esto gobernar por políticas públicas implica ir más lejos que el diseño de 
un Plan Nacional, para aplicar criterios de acción colectiva, que marcan los límites dentro de 
los cuales se pueden mover las libres iniciativas de los ciudadanos y del Estado, estableciendo 
las reglas de juego y garantizando condiciones de participación, democracia y dignidad para 
los ciudadanos (Cuervo, 2007).

Un influyente modelo de políticas públicas en nuestro medio ha sido el que divide su proceso 
en diferentes etapas. Éstas corresponden, por lo general, a la definición del problema y la 
construcción de la agenda, la formulación, la decisión (o legitimación), la implementación y, 
finalmente, la evaluación (Roth, 2004, p. 50). Estas etapas sirven como filtros que posibilitan la 
depuración de los asuntos relevantes para la sociedad, que asumen un asunto que antes podría 
haber sido considerado de la esfera privada y que luego adquiere el nivel de asunto público, 
con lo cual será inscrito en la agenda pública, para lograr, posteriormente, la intervención 
ordenada del Estado. La construcción de la política es un proceso dinámico y competitivo, 
ya que se realiza a través de una pugna entre actores sociales y políticos por imponer una 
representación del problema que sea la más ventajosa posible para sus intereses.

Una de las discusiones que queremos dejar abierta es la relacionada con la posibilidad de 
entender los deberes del Estado en el desarrollo de programas y acciones institucionales 
de protección y promoción del derecho alimentario como objeto de un derecho o, según la 
categoría de Sen (2002), de un metaderecho.

12



5. CONSAGRACIONES POSITIVAS DEL ‘DERECHO ALIMENTARIO’

Después de la revisión de aspectos analíticos y conceptuales clave de los derechos sociales 
fundamentales, y del derecho alimentario, debemos ahora realizar una revisión descriptiva 
básica de las diferentes consagraciones positivas que hacen referencias explícitas a diferentes 
aspectos del derecho alimentario. Habiéndonos ya referido a las consagraciones en nuestra 
Constitución Política, y dado el desarrollo que haremos de las mismas a lo largo de la presente 
investigación, nos limitaremos a las consagraciones no constitucionales en dos sentidos. 
En primer lugar, haremos una presentación de las principales consagraciones en el orden 
internacional; en el segundo nos ocuparemos, de manera bastante breve, de las que se realizan 
en la legislación interna en el nivel infraconstitucional. 

5.1. Las consagraciones en el derecho internacional

Las consagraciones del derecho alimentario en la legislación internacional, revisten gran 
importancia para el objeto de la presente investigación. En primer lugar, es en el escenario 
internacional donde aparece como tema y como problema la cuestión del derecho alimentario 
en todas sus facetas; en segundo lugar, ha sido una causa decisiva a la hora de explicar el 
surgimiento de políticas estatales en los Estados particulares y ha posibilitado la ayuda 
internacional; en tercer lugar, se convierte en un poderoso recurso adicional en la lucha por 
la protección de los derechos, gracias a los organismos jurisdiccionales internacionales, así 
como a través de mecanismos internos como lo es el del bloque de constitucionalidad; en 
cuarto y último lugar, es una fuente fundamental para determinar el contenido y los alcances 
del derecho alimentario en sus diferentes aspectos.

Dentro de las razones para destacar la importancia de las consagraciones internacionales, 
haremos especial énfasis, en la última que hemos enunciado: como fuente para definir de 
manera técnica el contenido del derecho alimentario. En este mismo sentido se expresa Gómez 
Méndez, cuando al referirse a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) y a 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948), sostiene: “Pese a 
que su naturaleza jurídica no es la de un tratado de derechos humanos, ambos instrumentos 
consagran normas y principios de derecho internacional consuetudinario que son de obligatorio 
cumplimiento para los Estados y que, por tanto, resultan relevantes para definir y concretar el 
contenido normativo del derecho a la alimentación”23.

5.1.1. La evolución en sus consagraciones y los desarrollos y especificaciones

El derecho alimentario en el derecho internacional ha evolucionado de forma progresiva, 
desde su primera aparición hasta nuestros días. En este recorrido, el derecho alimentario 
ha presentado desarrollos importantes para su conceptualización, no solo para el derecho 
internacional sino también para el nacional.

La reglamentación del derecho comienza en 1924 a través de la Declaración de los Derechos 
de los Niños, donde se afirma el deber del Estado de garantizar el desarrollo normal del niño  
a través de una alimentación adecuada; intento de reglamentar el derecho alimentario que se 
ve, casi veinte años después, apoyado por la Organización de Naciones Unidas (ONU) mediante 
la fundación en 1945 de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación (FAO). A esta se le asigna la tarea de elevar “[L]os niveles nutricionales y de vida, de 
mejorar la productividad agrícola y la situación de la población rural” (FAO, 1996). Esta labor de 
acompañamiento a los países miembros la ha desarrollado mediante cuatro medios: (i) ofrecer 
información, (ii) compartir conocimiento especializado en materia de políticas, (iii) ofrecer un 
lugar de encuentro para los países y (iv) llevar el conocimiento al campo (FAO, 2008).

23 Gómez Méndez, M. P. (2006), p. 35
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En la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), se reconoce el derecho alimentario, 
no sólo para los niños sino para cualquier ser humano, como derecho humano de prioritaria 
necesidad, cuya satisfacción se verá reflejado en un nivel de vida adecuado para individuo y 
para su familia24. En el año siguiente la ONU emite el convenio de Ginebra (1949), reglamentado 
en Colombia a través de la ley 5 de 1960, relativo a la protección debida de las personas civiles 
en tiempo de guerra declarada o de cualquier conflicto que surjan entre dos o varias de las 
partes contratantes del convenio. Protección que se refirió también al derecho alimentario, 
en cuanto que a los civiles se les debía respetar una ración diaria de alimentos, así como 
el suministro proporcional de agua, además de ciertas protecciones especiales como para 
trabajadores y para mujeres embarazadas o en estado de lactancia; también se consagró la 
prohibición de la restricción alimentaria a los prisioneros.

En ese mismo año, la ONU emitió el Convenio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros 
de guerra, reglamentado en Colombia a través de la ley 5 de 1960, en el que, además de los 
lineamientos similares al anterior convenio, se reglamenta la proporción de agua potable y 
alimentos suficientes a los prisioneros de guerra para mantenerlos en buen estado de salud.

En este año también se emitió el Código Internacional de Comercialización de Sucedáneos 
de la Leche Materna (1949), reglamentado en Colombia solo a través del decreto 1397 de 
1992, que consagra los derechos de todo niño y de toda mujer embarazada y/o en estado de 
lactancia a una alimentación adecuada como medio para conservar y lograr la salud. 

En 1955 la ONU emite las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, en las que se 
establecen, entre otros, la obligación para la administración de entregar  alimentos de buena 
calidad y de valor nutritivo suficiente para el mantenimiento de una buena salud del interno, 
así como la provisión de agua potable cuando este lo necesite. Además de otros disposiciones 
de control médico y de accesibilidad a los alimentos por otras fuentes. 

En 1959 tiene lugar la Declaración de los Derechos de los Niños, proclamada por la Asamblea 
General, que refuerza los propósitos establecidos en la declaración de Ginebra de 1924, sobre 
el derecho del niño a disfrutar, entre otros derechos, del derecho a la alimentación. 

Un momento importante es el de 1966 en el cual, con el fin de propiciar el reconocimiento 
de los Derechos Económicos Sociales y Culturales (DESC), la Asamblea General de la ONU 
creó el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), en el 
cual reconoció el derecho de todo ser humano a gozar de un nivel de vida adecuado, lo que 
incluía la posibilidad de gozar de un alto nivel de salud física y mental25. Este pacto consagró 
de manera expresa el derecho de toda persona a una alimentación adecuada y a estar libre de 
hambre26, además de considerar la alimentación como fundamental dentro de la legislación 
internacional.

24 “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en 
especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho 
a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia 
por circunstancias independientes de su voluntad” (Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948, artículo 25).
25 Este pacto fue ratificado en Colombia mediante la ley 74 de 1968.
26 Dice el artículo 11 del PIDESC: 1. Los Estados partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de 
vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones 
de existencia. Los Estados partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a 
este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 2. Los Estados partes 
en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, 
individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos programas concretos, que se necesiten para: 
Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos 
técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios, 
de modo que se logre la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; Asegurar una distribución equitativa 
de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países 
que importan productos alimenticios como a los que los exportan (Subrayado fuera del texto).
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De gran trascendencia fue la labor posterior del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (CDESC), referida a la clarificación y profundización del contenido de este derecho, 
especialmente a través de sus ‘Observaciones’. En una de éstas, la Observación número 12, 
emitida a raíz de una solicitud de la Cumbre Mundial sobre Alimentación, se establecen 
definiciones decisivas acerca del derecho alimentario y de sus componentes (de las que nos 
ocuparemos en el apartado siguiente).

En 1969 se emite la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita por Colombia 
por la ley 16 de 1972, en la que se reglamenta lo relativo al derecho a la libertad personal, 
estableciendo que ningún individuo será detenido por deudas, salvo por incumplimiento en 
los deberes alimentarios. 

En la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de conflicto armado 
(1974), se establece que tanto las mujeres como los niños, que forman parte de la sociedad 
civil y que se encuentren en situación de emergencia y en conflicto armado no podrán ser 
privados de alimentos. En el mismo año, la ONU realiza la Declaración Universal sobre la 
Erradicación del Hambre y la Malnutrición, con la que comienza una campaña de protección 
de la alimentación adecuada y a favor del no padecimiento del hambre, de acuerdo a los 
lineamientos ya establecidos. Se consagra en la Declaración en el artículo 1: “Todos los hombre, 
mujeres y niños tienen el derecho inalienable a no padecer de hambre y desnutrición a fin de 
poder desarrollarse plenamente y conservar sus capacidades físicas y mentales.”

La Declaración insta a los gobiernos a la erradicación del hambre a través de la formulación 
de políticas públicas sobre alimentación y nutrición, que a su vez  deberán ser integrados a 
los planes de desarrollo socioeconómico y agrícola de cada país. Los puntos en que se deberá 
hacer especial énfasis serán la de la producción alimentaria y la distribución equitativa de los 
alimentos, especialmente frente a los grupos en estado de vulneración y de bajos ingresos. 
También establece que este propósito no es exclusivo de cada gobierno, y es así como invita 
a la comunidad internacional a unirse alrededor de un propósito: la erradicación del hambre 
por los Estados que integran la comunidad internacional en especial aquellos que países que 
son desarrollados y que se encuentran en condiciones de prestar ayuda.

En 1975 se realiza la Conferencia Mundial sobre la Alimentación convocada por la Asamblea 
General de la ONU, que tuvo como finalidad encontrar vías para que la comunidad internacional 
ayudara a resolver el problema alimentario de los países más afectados. La Conferencia solicita 
a los gobiernos  alcanzar una producción más alta de alimentos, así como una distribución 
equitativa y eficiente de los mismos. Para lograr tales objetivos, los gobiernos deberán eliminar 
todo tipo de obstáculos en la elaboración y fabricación de alimentos a través de incentivos 
económicos que se entreguen a los ciudadanos. Igualmente los Estados deberán iniciar de 
inmediato programas y planes que ataquen de forma contundente y eficaz las enfermedades 
crónicas relacionadas con la desnutrición y enfermedades de deficiencia entre los grupos en 
estado de vulneración y de bajos recursos económicos.

En 1977 se emite por parte de la ONU el Protocolo Adicional I, referente a la protección de 
las víctimas de los conflictos armados internacionales, y el Protocolo Adicional II, relativo a la 
protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional. En el primero 
se establece el respecto al derecho alimentario, así como la prohibición, como método de 
guerra, de hacer padecer hambre a las personas civiles inmersas en el conflicto armado, y 
de destruir, inutilizar o sustraer artículos alimenticios, zonas agrícolas y ganaderas como de 
agua potable, y que tales actos tenga la finalidad de hacer padecer hambre o provocar un 
desplazamiento de la población civil.
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En 1979 la ONU adopta la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer, ratificada por Colombia en la ley 51 de 1981, en la que se compromete a los 
Estados a adoptar las medidas necesarias para conseguir la protección y garantía a las mujeres 
que se encuentren en estado de embarazo y/o lactancia, de una alimentación y nutrición 
adecuada.

En 1985 la FAO aprobó el Código de Ética para el Comercio Internacional de Alimentos, en el 
artículo primero establece que este Código tiene por objeto: “[E]stablecer normas éticas que 
rijan el comportamiento de todas las personas que intervienen en el comercio internacional 
de productos alimenticios y de todas las personas que compete su reglamentación”, el 
cual trata de crear una conciencia internacional que respete el principio de que todos los 
consumidores tienen el derecho de alimentos inocuos y a ser protegidos contra prácticas 
comerciales deshonestas que atenten a la producción de alimentos sanos. A partir de este 
Código se hablará con mayor consistencia de la exigencia de ‘inocuidad’ de los alimentos como 
un elemento que deberá contenerse dentro de los componentes del derecho alimentario. 
En este Código también se establece que los países miembros deberán tener una legislación 
alimentaria adecuada e infraestructura suficiente respecto al control alimentario, incluido 
sistemas de certificación e inspección como de procedimientos jurídicos y administrativos que 
se apliquen a la exportación de los mismos.

En esta misma línea, la ONU desarrolla las Directrices para la Protección del Consumidor (1985), 
que establecen que los Estados deberán intensificar sus esfuerzos para impedir el empleo de 
prácticas que perjudiquen a los consumidores, garantizando la distribución eficiente de bienes 
y servicios como los alimentos, el agua y los productos farmacéuticos entre otros.  Además de 
estas directrices, los Estados deberán, al formular sus políticas públicas, tener el cuenta las 
disposiciones del Codex alimentarius27.

En 1986 se emite por la Asamblea General de la ONU, la Declaración sobre el Derecho al 
Desarrollo, que estableció la necesidad de garantizar la igualdad de oportunidades para todos 
en cuanto al acceso a los recursos básicos como la alimentación. 

En 1989 se emite la Declaración de Inocente, que desarrolla los preceptos acordados en el 
Código Internacional de Comercialización de Sucedáneos de la Leche Materna (1949). Para tal 
fin se establece como meta global en la declaración, propender por una buena salud y nutrición 
materna-infantil. Tal meta deberá ser alcanzada a través de la práctica de la lactancia en las 
mujeres y para esto se creara una “cultura de la lactancia materna y del biberón”. De igual 
forma, según la Declaración, los Estados se comprometerán a tomar medidas que aseguren a 
las mujeres una adecuada nutrición como de una salud óptima, además de proporcionarles 
información a las madres sobre la alimentación del bebe con leche materna y acerca de los 
suplementos alimenticios idóneos. 

En este mismo año se da la Convención de los Derechos del Niño, ratificada en Colombia por la 
ley 12 de 1991, que establece la obligación de los Estados partes de combatir la malnutrición 
de los menores a través del suministro de alimentos nutritivos y adecuados, así como de agua 
potable saludable. De igual forma se específica que el cumplimiento de la pensión alimentaria 
del menor deberá ser asumida por sus padres o por las personas que tengan la responsabilidad 
financiera para hacerlo, y si la persona a cargo del menor no tiene la capacidad económica 
para hacerlo, los Estados estarán en la obligación de ayudar en asistencia material a través 
de programas de apoyo nutricional para el menor enunciado en el artículos 24 literal C y 27 
numerales 3 y 4 de la Ley.

27 El conjunto de  normas, reglamentos y otras disposiciones expedidas por  la Comisión del Codex Alimentarius, organismo 
creado en 1965 por la FAO y la OMS, para regular las prácticas de comercio sobre alimentos que aseguren la protección de los 
consumidores.

16



En 1990 se emite por la ONU las Reglas para la Protección de los Menores Privados de la 
Libertad, en las que se establece que en los centros de detención  se deberá garantizar agua 
potable y una alimentación adecuada en calidad y cantidad, y en la medida de lo posible, que los 
alimentos cumplan con las exigencias religiosas y culturales del menor recluido; de igual forma 
la prohibición de toda medida disciplinaria que implique la reducir de alimentos del menor. 

En 1992 se realizó en Roma la Conferencia Internacional sobre Nutrición28, de la que se emitió, 
la Declaración Mundial sobre la Nutrición, que serviría como manifiesto mundial de la voluntad 
de cada país miembro de aunar esfuerzos en la eliminación del hambre y la reducción de todas 
las formas de malnutrición, reconociendo “que el acceso a una alimentación nutricionalmente 
adecuada y sana es un derecho de cada persona” (FAO, 1992, párr.1). En esta Conferencia se 
hacen importantes compromisos y se establecen acuerdos acerca de los planes a seguir29.

En 1993 se celebra en Viena la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, que respaldó el 
concepto de unidad y universalidad de los derechos humanos, propugnado de éstos su carácter 
de indivisibles e interdependientes. Según la Conferencia, la Comunidad Internacional deberá 
asegurar los derechos humanos de forma justa y equitativa, otorgándoles a los derechos el 
mismo peso y protección dentro de los sistemas jurídicos nacionales e internacionales. Fruto 
de la Conferencia nació la Declaración de Viena, que reivindica aspectos importantes respecto 
a la protección del derecho alimentario, por parte de los Estados30. 

En 1994 se realiza la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, en un 
momento decisivo de la cooperación internacional, puesto que el reconocimiento mundial de 
la interdependencia de aspectos como la población, el desarrollo y el medio ambiente, hicieron 
viable la adopción de un programa de acción que estableciera políticas socioeconómicas para 
promover el crecimiento económico y atender al desarrollo sostenible de la comunidad en 
general31. 

Un año más tarde, la Declaración de Copenhague sobre Desarrollo Social (1995), trazó 
caminos importantes entre los países parte, que buscaban atender y erradicar los males del 
ámbito mundial y que amenazaban la salud, la seguridad y el bienestar social como era el 
mal del hambre y la malnutrición. Es así que la Declaración introdujo políticas fuertes para la 
eliminación de la pobreza y para la garantía de la seguridad alimentaria en cada Estado parte. 
Para lograr estos objetivos los Estados deberán procurar aumentar la producción alimentaria, 
a través del desarrollo sostenible del sector agrícola, mejorar las oportunidades de mercado y 

28 De la reunión de los representantes de los 159 Estados y de la Comunidad Europea.
29 Es así como los Estados partes se comprometieron a actuar solidariamente en la liberación del hambre de la mayoría de 
los ciudadanos del mundo, y para asegurar tal objetivo los países deberán en sus políticas nacionales y su legislación interna 
reglamentar políticas públicas y normas nacionales que propendan por el bienestar nutricional, dice la declaración: “Reconocemos 
que el bienestar nutricional de todas las personas es una condición previa necesaria para el desarrollo de las sociedades y debe 
constituir el objetivo fundamental del progreso en el desarrollo humano. Este objetivo debe situarse en el centro de nuestros 
planes y estrategias de desarrollo socioeconómico”. (FAO, 1992, párr.11) Como base del Plan de Acción para la Nutrición y como 
orientación de los planes de acción nacional, los Estados partes se comprometieron a realizar todo lo posible antes del final del 
decenio la eliminación, “del hambre y las muertes por hambre, la inanición y las enfermedades por carencias nutricionales en 
comunidades afectadas por catástrofes tanto naturales como de origen humano y las carencias de yodo y vitamina A.” y de reducir, 
“la inanición y el hambre crónica generalizada; la desnutrición, especialmente entre los niños, las mujeres y los ancianos; otras 
importantes carencias de micronutrientes, incluido el hierro; las enfermedades transmisibles y no transmisibles relacionadas con 
la alimentación; los impedimentos sociales y de otra índole a una lactancia materna óptima y el saneamiento inadecuado y la falta 
de higiene, incluido el uso de agua no potable.” (FAO, 1992, párr.19)
30 Dice la declaración que la alimentación no deberá ser utilizada como instrumento de presión política, puesto que los obstáculos 
en las relaciones comerciales puedan influir en la obstaculización de la realización plena de los derechos, como por ejemplo el 
de la alimentación. Así mismo, se insta a los países a la protección y defensa de los niños y en especial a los que son víctimas 
del hambre, tal protección deberá ser insertada en los planes nacionales de acción que busque la reducción de los índices de 
mortalidad infantil y mortalidad derivada de la erradicación de la malnutrición.
31 El plan de acción se ocupó, entre otros de los siguientes aspectos: (i) igualdad y equidad entre los sexos y habilitación de la 
mujer, para superar la discriminación en alimentación y mejorar los ingresos al núcleo familiar; (ii) salud, morbilidad y mortalidad 
tanto en atención primaria de salud y salud pública y en supervivencia y salud de los niños; (iii) migración internacional, buscando 
que los gobiernos de los países de origen y los países de destino promuevan la opción de permanecer en el propio país, a través 
del  apoyo a los programas de seguridad alimentaria nacional y a la optima nutrición de los ciudadanos.
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permitir el acceso a los alimentos de personas con bajos ingresos, desplazadas y damnificados 
por desastres naturales. 

En 1996 se celebra la Cumbre Mundial sobre Alimentación del cual nace la Declaración de 
Roma sobre Seguridad Alimentaria y su plan de acción. El objeto central de la Cumbre se 
expresaba como la dedicación común de los países miembros para conseguir la erradicación 
del hambre de todos los países y de reducir el número de personas desnutridas para el 2015. 
Reivindica “[E]l derecho de toda persona a tener acceso a alimentos sanos y nutritivos, en 
consonancia con el derecho a una alimentación apropiada y con el derecho fundamental de 
toda persona a no padecer hambre”32.

Es importante resaltar que en la cumbre en su compromiso segundo define el tercer elemento 
del derecho alimentario que no fue incluido en la observación 12 del artículo 12 del PIDESC como 
es el de la utilización biológica de la alimentación. Tal elemento comenzó a configurarse en el 
Código de Ética para el comercio de 1985, donde declara que “(…) la malnutrición  contribuye 
a la falta de una utilización adecuada de los alimentos que, en este contexto, consiste en la 
digestión y absorción apropiadas por el cuerpo humano de los nutrientes presentes en los 
alimentos, para lo que hacen falta una dieta adecuada, el saneamiento de las aguas, servicios 
de salud y educación sanitaria.” Es así que afianza la creación de este tercer componente 
esencial del derecho alimentario.

En 1998 se dan los Principios Rectores del Desplazamiento Interno, que exponen las necesidades 
específicas de los desplazados internos sobre el tema de alimentación. Tales Principios señalan 
que las autoridades responsables, en la medida de lo posible, facilitarán la alimentación y el 
agua potable de los individuos y de sus familias, e igualmente los protegerán de la privación 
de alimentos como medio de guerra.

El mismo año se emite por los Estados partes, reunidos con ocasión de la Asamblea General 
de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, ‘Protocolo de San Salvador’ (1998). Enuncia el Protocolo la necesidad de asegurar 
la nutrición adecuada para cada individuo que le dé la posibilidad de gozar de un nivel de 
vida adecuado, para lo cual se deberá erradicar la desnutrición y el hambre a través de la 
producción y distribución de los alimentos en el ámbito nacional y mundial, mediante una 
mayor cooperación internacional que apoye las políticas nacionales de cada país. De igual 
forma, los Estados partes se comprometen a prestar protección tanto a los niños en época de 
lactancia como durante la edad escolar, como a los ancianos que se encuentren en estado de 
mendicidad o indefensión para que se les proporcione la alimentación necesaria.

En 1998 surge la Declaración de Quito acerca de la exigibilidad y realización de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (DESC) en América Latina y el Caribe. Reivindica el carácter 
universal, indivisible e interdependiente de los derechos humanos, sosteniendo que los 
derechos sociales tienen la misma importancia, urgencia y estatuto legal que los derechos 
civiles y políticos. En este orden de ideas y en relación al derecho alimentario, la Declaración 
responsabiliza directamente a los Estados y a las personas naturales o jurídicas que violen los 
derechos sociales de la población ubicada en su jurisdicción o que protejan o garanticen la 
violación de estos derechos. 

32 Los documentos de la Cumbre, diseñan como guía para la elaboración de políticas públicas y programas nutricionales, nueve 
temas prioritarios: 1) Inclusión de objetivos, consideraciones y componentes nutricionales en las políticas y programas de 
desarrollo; 2) Mejora de la seguridad alimentaria de los hogares; 3) Protección del consumidor mediante una mejor calidad 
y mayor inocuidad de los alimentos; 4) Prevención y gestión de las enfermedades infecciosas; 5) Promoción de la lactancia 
materna; 6) Preocupación por las personas desvalidas y nutricionalmente vulnerables; 7) Prevención y control de carencias de 
micronutrientes específicos; 8) Promoción de una alimentación apropiada y de un estilo de vida sano; 9) Evaluación, análisis y 
seguimiento de las situaciones nutricionales.
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En este mismo año se aprueba por la ONU el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
ratificada por la ley 742 de 2000, que establece como crímenes de guerra el hacer padecer 
intencionalmente hambre a la población civil como método de combate; conducta que se 
tipificaría en dos circunstancias: en la privación de los alimentos indispensables para la 
supervivencia de cualquier individuo y, en un segundo lugar, en la obstaculización intencional 
de suministro de socorro a la población afectada y en estado de indefensión. 

En el año 2001 se realiza la Cumbre Mundial sobre la Alimentación: cinco años después, que 
buscaba renovar el compromiso mundial, contraído en el año de 1996, sobre la reducción a la 
mitad del número de personas hambrientas en el mundo para el año 201533. 

Finalmente, debemos mencionar la Declaración de Johannesburgo sobre Desarrollo 
Sustentable, que nació de la Cumbre de Desarrollo Sostenible de 2002. En esta declaración 
los Estados partes reafirman sus intenciones de luchar contra las condiciones mundiales que 
amenazan severamente el desarrollo sustentable del planeta, como es el del hambre crónico 
y la desnutrición severa, entre otros. 

Luego de esta relación histórica de las consagraciones internacionales del derecho alimentario, 
se enunciarán y explicarán de manera sintética los componentes esenciales del derecho a 
partir de los diferentes materiales normativos.

5.1.2. Los componentes del derecho alimentario a partir de la normativa internacional

A partir de los materiales internacionales, se pueden identificar los elementos o componentes 
esenciales del derecho alimentario, que son tres: el primero de ellos es el de la disponibilidad 
de alimentos en calidad y cantidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de 
los individuos; el segundo, es el relacionado con la accesibilidad a los alimentos; y el tercero 
es el de la adecuada utilización biológica de los alimentos.

La disponibilidad de alimentos, consiste en la posibilidad de todo individuo de alimentarse 
a través de la explotación directa de la tierra para obtener su alimento, o por medio 
de un sistema de distribución comercial que traslade y entregue efectivamente a los 
consumidores los alimentos según la demanda establecida en el mercado (PIDESC No 12, 
1999)34. Se divide en cuatro componentes: (i) Suficiencia nutricional, (ii) inocuidad de la 
oferta alimentaria, (iii) aceptabilidad cultural de los alimentos y (iv) sostenibilidad de las 
prácticas alimentarias.

(i) La suficiencia nutricional está relacionada directamente no solo con la disponibilidad 
del alimento en cantidad suficientes, sino también con que los alimentos contribuyan 
efectivamente a las necesidades alimenticias de los individuos (PIDESC No 12, 1999)35.

33 Para tal fin los países se comprometieron a seguir realizando el plan de acción de la cumbre mundial de alimentación, con 
lo que se buscó aumentar la productividad agrícola así como la producción y distribución de alimentos, para lo cual se seguiría 
promoviendo el acceso por igual a hombres y mujeres a alimentos, agua, tierra, crédito, entre otros, para así reducir la pobreza 
y el hambre; de igual forma ayudaría a los ciudadanos que habitan las zonas rurales a mejorar su situación de inseguridad 
alimentaria. Por último insta a la FAO a que establezca un grupo de trabajo intergubernamental para que elaboren, en un periodo 
de dos años, “un conjunto de directrices voluntarias para apoyar los esfuerzos de los Estados miembros encaminados a alcanzar 
la realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria”.
34 La disponibilidad de alimentos en calidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias de los individuos, 
sin sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determinada, está consagrada por  el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, en  la Observación general del PIDESC No 12 (1999), en su numeral 12.
35 La suficiencia nutricional busca reunir en la alimentación un conjunto de vitaminas, proteínas y micronutrientes necesarios 
para el desarrollo y mantenimiento físico y mental, así como la actividad física que ayude a satisfacer las necesidades fisiológicas 
humanas en los diferentes ciclos vitales, de acuerdo al sexo y a la ocupación. Es por esto que se exige para tener una óptima 
suficiencia nutricional pautas de alimentación y consumo adecuado. Según la Observación general del PIDESC No 12 (1999), en 
su numeral 9.
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(ii) La inocuidad de la oferta alimentaria se refiere a que los alimentos disponibles no 
deberán contener sustancias nocivas que afecten la salud y la vida de los seres humanos 
(PIDESC No 12. 1999)36. 

(iii) La aceptabilidad cultural de los alimentos  se entiende como la obligación que tienen 
los Estados de contemplar que los alimentos estén necesariamente asociados con los 
valores y tradiciones culturales de sus consumidores, así como que sean producidos de 
acuerdo con las tradiciones culturales de los individuos que los demandan. (Observación 
General del PIDESC No 12, 1999, numeral 11).

(iv) La sostenibilidad de las prácticas alimentarias busca que la producción, elaboración, 
distribución, comercialización y consumo de los alimentos no solo sea constante y 
accesible, sino también que se encuentren dentro de los parámetros de un desarrollo 
sostenible tanto en la gestión como en la utilización de los recursos alimentarios 
naturales, de tal manera que contribuyan al equilibro entre el medio ambiente y la 
protección de los recursos naturales (Observación General del PIDESC No 25, 1999).

La accesibilidad de alimentos dispone que los alimentos y los recursos productivos sean 
accesibles en todo tiempo y lugar, al alcance físico y económico de todos los sectores de la 
población, sin discriminación alguna. Se divide en (i) La no discriminación, (ii) accesibilidad 
física y geográfica y (iii) accesibilidad económica.

(i) La no discriminación establece que los Estados beberán tomar las medidas necesarias 
para eliminar todo tipo de discriminación en el acceso a los alimentos por motivos sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, nacimiento 
o cualquier otra condición social. De igual forma, deben impulsar la discriminación 
positiva o acción afirmativa para aquellas partes de la población que son vulnerables 
o marginados para facilitar el acceso al derecho alimentario (Observación General del 
PIDESC No 12 1999, numeral 18). 

(ii) La accesibilidad física y geográfica implica que la alimentación así como los medios para 
obtenerla se den de manera regular, libre y segura a todos los sectores de la población, 
en especial a grupos marginados o en estado de vulnerabilidad manifiesta como los 
lactantes, los niños pequeños, ancianos, moribundos, personas con enfermedades 
crónicas, personas que viven en zonas propensa a desastres y a los grupos históricamente 
discriminados. (Observación General del PIDESC No 12, 1999, numeral 13 parágrafo 1).

(iii) La accesibilidad económica implica que los costos de los alimentos estén al alcance 
de la población, incluso para los más pobres y vulnerables (PIDESC No 12, 1999, numeral 
13 parágrafo 2).

La adecuada utilización biológica de los alimentos se refiere a condiciones de calidad técnica 
y a estrategias que la garanticen37. Se divide en: (i) inocuidad en el consumo de alimentos, y 
en (ii) educación nutricional.

36 Para la inocuidad se deberá proveer de medidas de protección tanto del sector público como del sector privado, que evite la 
contaminación de los productos alimenticios, debido a la mala higiene, incorrecta manipulación o adulteración de los alimentos 
en las diferentes etapas de producción y distribución de los mismos. De igual forma se deberá hacer una eliminación de aquellas 
toxinas producidas de forma natural para evitar así cualquier efecto adverso sobre la salud de los individuos (Observación general 
del PIDESC No 12, 1999, numeral 10).
37 Si bien no se encuentra expresamente consagrada en la observación general No 12 del PIDESC (1999), si lo hace en la Cumbre 
Mundial sobre la Alimentación y Código de ética para el comercio internacional de alimentos de 1985.
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(i) La inocuidad en el consumo de alimentos exige que los alimentos que se consuman 
por la población deben estar libres de sustancias patógenas que sean potencialmente 
dañinas para la salud y la vida de las personas38.

(ii) La educación nutricional se refiere a la obligación de los Estados parte de entregar 
información clara e idónea a los ciudadanos, que les permita la utilización óptima y 
apropiada de los alimentos y el agua. Esto con el fin de asegurar que los individuos puedan 
desarrollar estilos de vida saludables, protejan el medio ambiente y, con ello, contribuyan, 
desde la escala de sus posibilidades, a la eliminación del hambre y la desnutrición39.

Estos elementos constituyen desarrollos conceptuales y operativos de una noción básica del 
derecho alimentario, conformada por dos posiciones básicas: (i) la protección contra el hambre 
y (ii) la protección contra la malnutrición, noción que ya encontrábamos en  el PIDESC (1966) 
al  definir el derecho a la alimentación, en el contexto de la exhortación a los Estados a tomar 
medidas urgentes e inmediatas para “garantizar el derecho fundamental de toda persona a 
estar protegida contra el hambre y la malnutrición” (PIDESC, 1966, artículo 11, párr. 2), ante 
lo cual resta precisar la noción de ‘hambre’ y de ‘malnutrición’.

Una nutrición adecuada es necesaria para el desarrollo y el crecimiento normal de cualquier 
ser vivo, especialmente de los seres humanos40. Un momento crítico de este proceso es la 
niñez, momento en el cual, se están terminando de desarrollar sistemas como el nervioso, 
se está dando la etapa de crecimiento y el niño es altamente dependiente del adulto (Ortiz-
Andrellucchi, Albino, Monckeberg & Serra-Majen, 2006). Sin embargo, en esta etapa es 
donde más se presenta la desnutrición, un problema de salud pública mundial severo con 
una alta tasa de mortalidad a escala mundial, especialmente en regiones de bajos recursos. 
(Black, Bhutta, Caulfield, De Onis & Ezzati, 2008). El hambre se define como la manifestación 
fisiológica inmediata del consumo inadecuado, y la desnutrición “son las consecuencias 
físicas del consumo inadecuado crónico o agudo” (Pelñletier, Olson & Frongillo, 2003); en 
otras palabras, “el hambre se puede definir como un estado de inseguridad alimentaria y 
nutricional” (FAO, CEPAL & PMA, s. f.).

La desnutrición se clasifica como primaria cuando se produce por una carencia de nutrientes, y 
secundaria cuando es producto de otras enfermedades, por ejemplo, enfermedades del sistema 
gastrointestinal como la enfermedad celiaca, donde no hay una adecuada absorción de los nutrientes, 
independientemente de la disponibilidad de los mismos (Ortiz-Andrellucchi et al, 2006).

La desnutrición también se clasifica como global, crónica y aguda, de acuerdo con los siguientes 
indicadores (Kumar et al., 2002 y Ortiz-Andrellucchi et al., 2006): desnutrición global: peso 
para la edad; desnutrición crónica: talla para la edad; desnutrición aguda: peso para la talla. 
Esta clasificación no es excluyente ya que un niño puede tener una desnutrición crónica 
debido a una carencia prolongada de nutrientes, la cual ha impactado su talla (talla para la 
edad) y que desarrolla una infección diarreica, la cual conlleva a una pérdida exagerada de 
líquidos y electrolitos, produciendo una desnutrición aguda. En este caso el niño presentaría 
una desnutrición crónica y aguda.

38 El Código de ética para el comercio internacional de alimentos (1985) y la declaración mundial sobre nutrición y el plan de 
acción para la nutrición (1996, numeral 3).  El Código en su Preámbulo literal a, expresa que: “Una  alimentación suficiente, inocua 
y sana es un elemento decisivo para lograr niveles de vida aceptables, y que el derecho a disfrutar de un nivel de vida suficiente 
para la salud y bienestar del individuo y de su familia se halla proclamado en la Declaración Universal de las Naciones Unidas 
sobre Derechos Humanos”.
39 Declaración Mundial sobre la Nutrición (1992, numeral 13) y la Declaración Mundial sobre nutrición y el Plan de Acción para 
la Nutrición (1996, numeral 8).
40 Los requerimientos dietéticos mínimos de energía y proteína para niños desde el nacimiento hasta los 10 años va desde 70 a 
108 kilocalorías por kilogramo día y 1.0 a 2.2 gramo de proteína por kilogramo de peso día. En adolescentes los requerimientos 
de energía son de 45 a 55 kilocalorías por kilogramo de peso por día y de proteína son 0.8 a 1.0 gramos por kilogramo de peso 
por día (Kumar, Olson & Schwenk, 2002).



22

Para realizar esta clasificación se utilizan las tablas de crecimiento de las Organización Mundial 
de la Salud, donde se especifican el promedio y las desviaciones estándar de peso y talla de 
acuerdo con la edad y el sexo de los niños. Esta tabla también permite clasificar la nutrición 
como leve, moderada y severa de acuerdo con el número de desviaciones estándar por debajo 
del promedio41; adicionalmente, la desnutrición aguda severa se clasifica como complicada, 
si presenta edema (hinchazón en las extremidades, típico de un síndrome específico de 
desnutrición conocido como Kwashiorkor) (Collins, Dent, Binns, Bahwere, Sadler, & Hallam, 
2006)42.

De todas las formas previamente explicadas de desnutrición, la más peligrosa es la desnutrición 
aguda severa. Esta forma altera gravemente el sistema inmune predisponiendo al infante a 
infecciones severas como las respiratorias y la diarrea, las cuales usualmente son la causa de 
muerte final en estos pacientes. También altera el estado de conciencia, lo que no permite que 
el niño se pueda alimentar por sus propios medios y requiere soporte nutricional por otras 
vías, no orales, como tubos de alimentación y nutrición intravenosa (Collins et al., 2006). 

La desnutrición en general es asociada con mayor tasa de mortalidad, la cual aumenta con 
el grado de severidad de la misma y aumenta la mortalidad por diarrea, neumonía, malaria 
y varicela, es decir, es más fácil que un niño muera de diarrea o de malaria si éste es un 
desnutrido (Black et al., 2008).

5.1.3. Las consecuencias para el orden jurídico interno de las consagraciones internacionales 

Aunque parece algo obvio el carácter jurídico de las consagraciones internacionales sobre 
el derecho alimentario, no obstante surgen muchas dificultades al momento de decidir, 
en el derecho interno, de acuerdo con tales consagraciones. Esta situación, que en última 
instancia se debe a las mentalidades jurídicas y a las categorías de análisis de los operadores 
jurídicos, hace recomendable reiterar las razones por las cuales las disposiciones de derecho 
internacional se integran al derecho positivo nacional. Haremos mención de dos aspectos 
fundamentales: el ‘bloque de constitucionalidad’ y el ‘derecho blando’.

El bloque de constitucionalidad es el conjunto de normas que aunque no están directamente 
consagradas en la Constitución son incluidas expresamente por ésta. Al tener una serie 
de artículos que remiten expresamente a la legislación internacional, el bloque de 
constitucionalidad tiene plenamente lugar en Colombia. Específicamente, se consagra que 
determinados tratados y convenios ratificados por Colombia prevalecen en el orden interno, 
además de ser criterio de interpretación constitucional43. 

También la jurisprudencia de las instancias internacionales de derechos humanos constituye un 
criterio hermenéutico para determinar el contenido de los tratados y convenios internacionales, 
y, por tanto, de los significados normativos de la Constitución (Corte Constitucional, Sentencia 
T-1319, 2001). 

41 Por ejemplo: Niño de sexo femenino de 1 año de edad que consulta a un servicio de urgencias por diarrea, el médico encuentra 
que su peso para la edad está en menos 2 desviaciones estándar (Desnutrición global por tener el peso para la edad bajo y severa 
por ser menor de dos desviaciones estándar), la talla para la edad entre menos 1 y 2 desviaciones estándar (desnutrición crónica 
por la talla para la edad y moderada por estar entre menos 1 y 2 desviaciones estándar) y peso para la talla entre 0 y menos 
1 desviación estándar (desnutrición aguda leve). Esta niña tendría desnutrición global severa, desnutrición crónica modera y 
desnutrición aguda leve.
42 Para un ejemplo de esto se da el siguiente ejemplo: diámetro del brazo en niño menor de 5 años menor de 110 milímetros y 
la presencia de enfermedades concomitantes o síntomas de la misma como deshidratación, palidez severa en las palmas de las 
manos, fiebre alta, anorexia o infecciones como neumonía. Estos pacientes deben recibir tratamiento hospitalario dado su alta 
mortalidad. Para ampliar ver: (Collins et al., 2006).
43 Los artículos de la Constitución Política de Colombia que hacen remisiones son el 53, 93, 94 y 214. Dice el artículo 93: 
“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre los derechos humanos ratificados por Colombia”.
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Finalmente, debemos mencionar el caso de aquellos productos de los organismos internacionales 
que, no siendo jurisprudenciales, se han configurado en el contexto de debates de organismos 
de aquel nivel o que se han instituido para profundizar o determinar el alcance de los productos 
normativos internacionales. Estos pronunciamientos, según nuestra Corte Constitucional: 
“[C]onstituyen  directivas de comportamiento dirigidas a los Estados, y que además sirven como 
criterio auxiliar de interpretación de los tratados internacionales sobre derechos humanos” 
(Corte Constitucional, Sentencia C-872, 2003). Este conjunto, que ha sido denominado ‘derecho 
blando’, es fuente importante de criterios para la configuración y delimitación del derecho 
alimentario y tiene plena aceptabilidad dentro de nuestro sistema jurídico. 

5.2. Consagraciones en la normativa infraconstitucional

Además de las consagraciones constitucionales y en el derecho internacional, existe toda una 
red normativa en el sistema jurídico que apoya de diferentes maneras pretensiones de los 
individuos a reclamar, dados ciertos supuestos, el objeto del derecho a la alimentación. La 
importancia de resaltar algunos de estos enunciados radica en que se suelen desconectar 
los enunciados de los niveles internacionales y constitucionales del llamado ‘derecho 
ordinario’. Adicionalmente, nos puede dar claridad acerca de la diversidad de los sujetos que 
eventualmente son destinatarios de la relación jurídica del derecho alimentario.

La más importante regulación del ‘derecho de alimentos’ está en la tradicional legislación 
civil, en la cual se desarrolla un conjunto de disposiciones que regulan la situación en la cual 
una persona puede pedir de otra la protección de alimentos44. Estas situaciones, previstas en 
la legislación civil y de familia, tienen en las exposiciones más clásicas un fundamento en el 
parentesco o en determinados vínculos jurídicos. Una cuestión aun necesaria para el discurso 
jurídico colombiano es la relacionada con la fundamentación constitucional, en los principios y 
valores consagrados en la Constitución, de las regulaciones concretas del derecho de familia45. 
Adicionalmente, está el aspecto de las consagraciones de los tipos penales que hacen relación 
a la inasistencia alimentaria46.

44 El artículo 42 de la Constitución Política de Colombia, regula la obligación a los padres de la obligación de sostener y educar a 
los hijos que fuesen menores o discapacitados. Normativamente, se encuentra regulados en el Libro I del Código Civil Colombiano, 
en el titulo XXI, artículos 411 a 427. Estos artículos deben ser concordados con el Código del Menor (Decreto 2737 de 1989), 
en ciertos apartes de esta materia que no fueron derogados, y el Código de la Infancia y la Adolescencia (ley 1098 de 2006). 
Como también algunas disposiciones de la ley 75 de 1968. Los procedimientos para satisfacer la obligación alimentaria, según el 
ordenamiento jurídico colombiano, están regulados en: artículos 435 a 440 del Código de Procedimiento Civil, artículos 133 a 159 
del Código del Menor, artículos 32 y 35 del Código de Procedimiento Penal. 
45 Cuando se hace una revisión de la literatura jurídica en materia del derecho de familia, se observa, como algunos conceptos 
asociados a éste, no toman elementos relacionados con el derecho constitucional, un ejemplo de esto se puede citar en la obra 
de Parra (2008, pp. 501), puesto que al contemplar la definición del derecho de la asistencia familiar, establece, “[q]ue no está 
definida en la ley civil colombiana, es aquel que de acuerdo con la ley positiva tiene una persona frente a otra, con la cual está 
unida por el parentesco de consanguinidad, o civil, o por matrimonio, deber que se concreta en la ayuda material y moral que 
la misma ley impone en aplicación de principios naturales”. Como bien se puede observar, los referentes normativos nunca 
asocian las normas constitucionales legisladas sobre esta materia, estableciendo un sesgo innecesario hacia teorías jurídicas de 
justificación menos plausibles, en este sentido ¿Qué entender por principios naturales?). Al respecto, ver también: Moya (2007) 
y Quinche (2007).
46 Los delitos contra la asistencia alimentaria, se encuentran regulados en el artículo 263 del Código Penal de 1980, que fue 
modificada parcialmente por el artículo 270 del Código del Menor; también se encuentra regulado en el artículo 233 a 235 de la 
ley 599 de 2000.
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CONCLUSIONES PRELIMINARES

Para sostener que un sujeto tiene un derecho, debe reconsiderarse la noción del derecho 
subjetivo. En un sentido relevante para el sistema jurídico, cuando un titular tiene un derecho 
está afirmando que tiene un derecho subjetivo. Esta precisión revela de manera más clara, 
la estructura del tipo de pretensión, del conjunto de poderes mediante los cuales alguien 
reclama de otro una acción determinada. Nuestro primer paso fue determinar el derecho 
alimentario como un derecho subjetivo.

Una vez afirmado un derecho subjetivo, se debe clarificar qué tipo de derecho es, qué lo 
hace propiamente jurídico y cuál es su nivel, su lugar en una jerarquía dentro de un sistema 
normativo. En este sentido afirmamos que el derecho alimentario es un derecho jurídico 
(sin negar que pueda ser también un derecho moral), por cuanto tiene diferentes tipos de 
consagraciones en la normativa positiva; hemos dicho también que, además de ser un derecho 
que está enunciado en los niveles internacionales y nacionales, tiene de manera primaria un 
nivel constitucional. El derecho alimentario es un derecho subjetivo de nivel constitucional 
que tiene, adicionalmente, diferentes consagraciones que son relevantes en cuanto que lo 
apoyan (nivel internacional) o en cuanto que lo desarrollan (nivel infraconstitucional).

Como derecho constitucional, es un derecho fundamental, no sólo por su necesaria 
vinculación con los derechos a la vida, a la dignidad y a la igualdad, sino por su inclusión 
dentro del conjunto de pretensiones del ‘mínimo vital’. Es, además, un derecho constitucional 
fundamental autónomo por cuanto forma parte de los derechos sociales básicos, al tener 
expresas consagraciones constitucionales que deben ser comprendidas y aceptadas como 
tales por los operadores jurídicos.

El proceso de reconstrucción de una teoría jurídica del derecho alimentario se ve reforzada 
por la revisión de la evolución de las consagraciones internacionales y los criterios de 
los organismos internacionales, no sólo porque éstas tienen formas de inclusión dentro 
del sistema nacional (‘bloque de constitucionalidad’, ‘derecho blando’), sino porque son 
invaluable material para clarificar los componentes concretos del derecho, tal como lo hemos 
desarrollado.

El derecho fundamental alimentario abarca un conjunto de posiciones jurídicas que son 
normalmente indiferenciadas en su simple expresión47. Las diferentes posiciones jurídicas 
deben ser identificadas y clarificadas dentro del proceso de protección de los derechos.

A partir de los elementos teóricos, conceptuales e históricos que hemos revisado hasta aquí, 
debemos dar paso al examen de las políticas públicas y la jurisprudencia del juez constitucional 
que se han ocupado del desarrollo del derecho alimentario, como la posición jurídica que da 
a su titular la capacidad para exigir del destinatario, en primer lugar, el estar libre de hambre 
y, en segundo lugar, como la posición a obtener una alimentación adecuada.  

En este sentido nos referiremos a la tesis de la dualidad interpretativa como la necesidad de 
diferenciar en el derecho alimentario, al menos, las dos posiciones: el derecho a no tener 
hambre ‘derecho alimentario básico’ y el derecho a una alimentación adecuada, ‘derecho 
alimentario cualificado’48.  

47 Las posiciones son diferentes bajo un mismo derecho y tienen una notoria equivalencia con la noción de ‘titularidad’ de 
Amartya Sen. Para este autor las titulaciones de una persona son la totalidad de cosas que pueden tener en virtud de sus derechos. 
El concepto muestra su importancia cuando se afirma que la no satisfacción de un derecho pasa, con mayor probabilidad, por su 
no titulación (Sen, 2002).
48 Desarrollado en el capítulo segundo y tercero del trabajo de investigación: El derecho alimentario como derecho constitucional: 
La lucha contra el hambre y la desnutrición en Colombia: Entre las políticas públicas y las intervenciones jurisdiccionales (Restrepo, 
2009).
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Esta tesis, que se encuentra presente no sólo en el ordenamiento jurídico colombiano sino 
también internacional, permea las políticas públicas y las decisiones de los jueces, lo que 
hace suponer que la exigibilidad del derecho no sólo se debe hacer desde la cualificación del 
mismo, sino también desde el ámbito básico de protección. 

En las políticas públicas el derecho alimentario se ha visto tradicionalmente reglamentado 
y protegido desde la visión de éste como ´derecho a una alimentación adecuada´, como 
también, aunque de forma mesurada y ocasional, desde la visión del ¨derecho a estar libre 
de hambre¨. Esta división, para efectos de este análisis, se corresponde con los elementos 
que componen el “enfoque de la doble vía”, metodología que se utiliza para aproximarnos a 
las políticas públicas que tratan de satisfacer el derecho alimentario. Según este enfoque las 
políticas de Estado para erradicar el hambre y la desnutrición se han articulado en torno a 
una doble vía de actuación: la “vía de emergencia” y la “vía de estructura”, que se dirigen a 
diferentes grupos objeto de protección,  especificando actividades y metas concretas desde 
los planes nacionales de nutrición49. Es así que el derecho a estar libre de hambre se desarrolla 
en las políticas públicas a través de la vía de la emergencia, mientras que el derecho a una 
alimentación adecuada se desarrolla en las políticas públicas a través de la vía estructural.

La vía de la emergencia en las políticas públicas, se materializa cuando los Estados a través 
de éstas, buscan remediar y solucionar los factores concretos y actuales relacionados con 
el hambre y la desnutrición. Para ello el Gobierno trata de asegurar el acceso inmediato 
a los alimentos para proteger la vida del que está privado de éstos; en otras palabras, “es 
el reconocimiento de que los hambrientos no pueden esperar”50. Esta vía se considera 
un subconjunto de políticas y programas de asistencia social que forman parte de las 
herramientas utilizadas por el Estado frente a situaciones de extrema vulnerabilidad que 
atienden el aspecto más básico del derecho alimentario: estar libre de hambre51.

De otro lado, la vía de la estructura tiene lugar cuando los Estados a través de sus políticas 
públicas, buscan crear y fortalecer las instituciones que pretenden mejorar los estándares 
de alimentación respecto a la dignidad, diversidad y seguridad de los alimentos y que, a 
largo plazo, acaben con la malnutrición y el hambre. Por esto, esta vía incorpora acciones 
tendientes a garantizar la disponibilidad de alimentos en cuanto a la suficiencia nutricional, la 
inocuidad biológica, la aceptabilidad cultural y la sostenibilidad de las prácticas alimentarias. 
Las acciones propias de esta vía buscan el crecimiento económico de las áreas rurales, la 
conexión de éstas con las zonas urbanas y tratan de establecer un vínculo entre productividad 
y atención a carencias básicas52 de la población53.

En el ámbito judicial el derecho alimentario desde la visión de la tesis de la dualidad 
interpretativa ha ganado espacios impensables, puesto que se reconoce que el derecho 
no es compresible únicamente desde su visión cualificada que lo clasifica como derecho 
prestacional, es decir, éste debe ser entendido y protegido igualmente desde el ámbito básico 
de protección, como sería el derecho social fundamental de estar libre de hambre. Esta visión, 
que ha sido expuesta y desarrollada en este documento, ha aportado a la judicialización del 
derecho y que en el caso colombiano ha logrado algunas defensas progresistas de éste, a 

49 Este enfoque fue presentado por primera vez en la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo (México) 
y confirmado durante la Cumbre Mundial de Alimentación, cinco años después (Roma, 2002). Esta forma de análisis de las 
políticas públicas sobre alimentación y nutrición fue utilizado por la Organización de las Naciones Unidas para la agricultura y la 
alimentación (FAO), el Plan Mundial de Alimentación (PMA) y el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA). FAO, CEPAL 
& PMA, s.f.
50 FAO, CEPAL & PMA, s.f., p. 25
51 FAO, CEPAL & PMA, s.f., p. 25
52 Ver: FAO, CEPAL & PMA, s.f., p. 25
53 Desarrollado en el capítulo segundo del trabajo de investigación: El derecho alimentario como derecho constitucional: La 
lucha contra el hambre y la desnutrición en Colombia: Entre las políticas públicas y las intervenciones jurisdiccionales (Restrepo, 
2009).
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través de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en razón del desarrollo del objeto de 
éste a acciones fácticas del Estado.

La revisión realizada en Colombia, nos muestra que la satisfacción posible de los reclamos 
en el campo de la jurisdicción tiene una dinámica de intervenciones parciales, ocasionales 
y, en algunos casos, inconsistentes. A diferencia de la ‘universalidad’ característica de las 
intervenciones estatales a través de las políticas publicas, el juez se encuentra con el caso 
concreto, con la situación específica que en su dramatismo hace necesarias decisiones que 
no pueden tener en cuenta variables que en otros escenarios serían decisivas. La actividad 
jurisprudencial, por su propia dinámica, es una forma de intervención en la vía de la 
emergencia, más específica aun que la que se realiza en el escenario de la política pública.

La clarificación conceptual de un derecho es parte fundamental de su reclamación; así como 
la aceptación de su complejidad teórica y de los problemas de su realización es la mejor 
manera de tomarlo en serio y de superar las meras objeciones sesgadas o cínicas. El tomar 
con responsabilidad las dificultades de la realización de las aspiraciones jurídicas formuladas 
constitucionalmente, es la primera muestra de las convicciones que del jurista demanda un 
orden justo constitucionalmente postulado.

La visión de los juristas con relación a la protección de los derechos en general y del derecho 
alimentario en particular ha sido, habitualmente, reducido y unilateral. En su forma de ver 
las necesidades de satisfacción de los derechos, específicamente el alimentario, resulta 
dominante la falta de complementariedad e integralidad con otras formas posibles de 
enfrentar los problemas básicos que el mismo suscita. También en este caso específico del 
derecho alimentario se hace necesario un diálogo interdisciplinario, para el cual los juristas 
nos debemos preparar de manera consciente, con el fin de encontrar acuerdos y alternativas 
de trabajo que nos permitan trascender los métodos rutinarios que hemos usado. 

Debemos renovar e intervenir los escenarios judiciales y tener, al tiempo, la voluntad de 
trascenderlos. Es decir, los escenarios jurisdiccionales tienen una limitación importante, 
como es el tipo de intervención fragmentaria que realizan en los problemas sociales, pero 
tienen  también la potencialidad única de ver en concreto los dramas reales de los titulares 
de derechos y la posibilidad de protegerlos en la realidad.  Profundizar en estas condiciones, 
fomentando en los jueces serías convicciones acerca de su papel y responsabilidad jurídica, 
será un aporte para la realización del Estado Social. Pero de otra parte, para el jurista, el 
ámbito de litigio judicial concreto no debe ser el caso central de su preocupación teórica. Debe 
ir más allá, comprometerse con la génesis misma de las leyes y de los otros instrumentos, 
como las políticas públicas, que pueden, llegado el caso, convertirse en formas eficientes y 
legítimas de cambio social.

La apertura del jurista al diálogo interdisciplinario, no puede significar la anulación de las 
premisas y convicciones de éste ante los demás discursos. Por ejemplo, las políticas públicas 
en sí mismas, no son la solución o el método jurídicamente legitimado, ya que determinadas 
ideologías se pueden apropiar de un discurso en apariencia neutral: invocando determinado 
eficientismo que nos puede llevar a convalidar actitudes insensibles y cínicas ante los dramas 
individuales y sociales. Los esfuerzos de apertura académica, tantos en los temas como en 
los métodos, han de partir de una profunda reflexión sobre los fundamentos teóricos del 
derecho y sobre las convicciones éticas de los juristas. Lo demás es huir de lo jurídico hacía 
otras disciplinas que quieren ocultar nuestra impotencia y nuestro desencanto.

Esta investigación quiere ser un paso, inicial y modesto, orientado hacia el objetivo 
fundamental de la erradicación de un padecimiento infame en un Estado que hace de la 
dignidad humana su fundamento y que consagra dentro de los derechos fundamentales de 
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los ciudadanos el de la vida. Los estudios jurídicos deben reforzar el reclamo elemental de los 
ciudadanos, especialmente a los que se encuentren en estado de vulneración, a no morirse 
de hambre y a tener en su vida el goce mínimo de alimentarse con dignidad.
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